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BENEYTO, José María, MARTÍN DE LA GUARDIA, Ricardo y P É R E Z 
S Á N C H E Z , Guillermo (coords.): Europa y Estados Unidos. Una historia de la 
relación atlántica en los últimos años, Biblioteca Nueva, Instituto de Estu-
dios Europeos de la Universidad San Pablo-CEU, Madrid, 2005. 
De libro transatlántico puede calificarse el ambicioso trabajo que sobre las rela-
ciones entre Europa y Estados Unidos ha elaborado un grupo de autores coordinados 
por los profesores José María Beneyto, Ricardo Martín de la Guardia y Guillermo Pé-
rez Sánchez. La obra ha sido editada por la Biblioteca Nueva y el Instituto de Estudios 
Europeos de la Universidad San Pablo-CEU. 
Como se indica en el texto: 
"La publicación de un libro sobre la historia de la relación atlántica en los últi-
mos cien años parece especialmente oportuna. Es difícil encontrar una relación que 
haya sido más beneficiosa tanto para sus Estados miembros como para la comunidad 
internacional y, sin embargo, se ha generalizado en los últimos años la impresión de 
deterioro y enfriamiento. 
El conocimiento de la relación atlántica, desde una rigurosa y detenida perspec-
tiva histórica, puede dar claves esenciales para comprender esta larga y compleja re-
lación. 
En once capítulos, este libro desarrolla la historia de la relación atlántica desde 
sus comienzos, en la época colonial, pasando por dos guerras mundiales, el nuevo or-
den de Yalta y los años de la guerra fría, para acabar contemplando las relaciones co-
merciales e institucionales de los Estados Unidos y la Unión Europea en los comien-
zos del siglo XXI. 
A través de este desarrollo histórico se hace patente en qué medida la opción 
atlántica de Europa desde la Segunda Guerra Mundial ha supuesto uno de los pilares 
más firmes no sólo de la seguridad, sino también de la prosperidad económica del 
continente. El análisis histórico muestra que europeísmo y atlantismo han demostra-
do ser dos caras de una misma moneda, el eje que ha hecho posible una estrecha coo-
peración entre europeos y entre europeos y norteamericanos, con consecuencias fun-
damentales para las relaciones internacionales de estos últimos cien años". 
Los textos ofrecen un fascinante panorama que arranca de los años finales del si-
glo XIX y recorre en veloz galopada el siglo XX. 
Tan completo y riguroso estudio es obra conjunta de los profesores Dolores Eli-
zalde (CSIC), Encarnación Lemus (Universidad de Huelva), José Luis Neila (Univer-
sidad Autónoma de Madrid), José Ramón Diez Espinosa, Ricardo Martín de la Guar-
dia y Guillermo Pérez Sánchez (Universidad de Valladolid), Juan Carlos Pereira 
(Universidad Complutense), Pedro Lozano Bartolozzi (Universidad de Navarra), 
Montserrat Huguet (Universidad Carlos III), Francisco Conde, Inmaculada Hurtado, 
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Berta Carrión, Belén Becerril e Ignacio Cartagena, además de Juan Beneyto, todos 
ellos de la San Pablo-CEU. 
El trabajo consigue una ordenada y armónica exposición, que a la vez tiene un 
anclaje riguroso y minucioso en un detallado análisis de los hechos y una atractiva re-
flexión explicativa del proceso de relaciones de todo orden enmarcado en el diálogo 
euroamericano. 
Pedro Lozano Bartolozzi 
Universidad de Navarra 
BLANC ALTEMIR, Antonio: Conflictos territoriales, interétnicos y nacio-
nales en los Estados surgidos de la antigua Unión Soviética, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2004,405 pp. 
La disolución jurídica de la Unión Soviética, y el desmoronamiento de todo su 
bloque, supuso el fin de la rígida bipolaridad ideológica y política de la Guerra Fría. 
Con la misma se ponía término a una etapa de la sociedad internacional contemporá-
nea. Había tenido acogida la propuesta planteada en aquellos años por Mijaíl Gorva-
chov del abandono de la rivalidad Este-Oeste y la adopción del diálogo como medio 
de solución de las cuestiones globales. Sin embargo, en el ámbito interno, la Unión se 
enfrentaba a los retos derivados del colapso del propio régimen. 
El régimen soviético constituía un rígido Estado unitario y centralista bajo la 
disciplina totalitarista del Partido Comunista impuesta a una gran variedad de pue-
blos, lenguas, religiones y culturas. La política de laperestroika y glasnost trajeron 
numerosas reformas que condujeron a la desintegración de la Unión y la creación de 
la Comunidad de Estados Independientes. Al mismo tiempo, apareció un mayor pro-
tagonismo de las Repúblicas que acabaron por generar numerosos conflictos de carác-
ter territorial, interétnico o nacionales. 
Sobre estas cuestiones, el profesor de la Universidad de Lérida, Antoni Blanc 
Altemir, constituye un experto sobre los que ha escrito, además del presente trabajo, 
el que lleva por título: La herencia soviética: La Comunidad de Estados Independien-
tes y los problemas sucesorios, Madrid: Tecnos, 2004, 250 pp., y que son el resultado 
de un riguroso y exhaustivo trabajo de investigación. 
Se trata de conflictos de muy diversa naturaleza que permanecían latentes desde 
hacía tiempo. Aunque con muy diversos factores en su origen, como señala el profe-
sor Blanc Altemir, en la mayoría de ellos existe un elemento soberanista de carácter 
secesionista. Así, junto al factor socio-económico, como ocurrió en Azerbaiyán, Uz-
bekistán, Kazajstán o Kirguizistán, destaca también otras circunstancias como el ra-
cismo y la xenofobia, en el caso de los "progromos" llevados a cabo en Uzbekistán o 
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en Kazajstán. Sin duda, los conflictos territoriales son los que se manifestaron de for-
ma más virulenta. 
Estas características tan específicas y complejas de estos conflictos han llevado 
al autor a adoptar como criterio de sistematización la presencia o no del uso de la fuer-
za en su desarrollo. De esta manera, la obra aparece dividida en dos grandes aparta-
dos. 
En la primera parte, el autor aborda el problema de delimitar las causas que die-
ron origen a los principales conflictos. Junto a ello, presenta una evolución histórica 
de los acontecimientos y de los esfuerzos de las diferentes Repúblicas por lograr una 
situación estable fundamentada en el principio del uti possidetis. En este punto, el 
profesor Blanc Altemir pone de manifiesto un amplio conocimiento de los numerosos 
acuerdos realizados entre las partes implicadas. Los conflictos a los que detenidamen-
te dedica un estudio son los surgidos entre la Federación Rusa y Ucrania, por lo que 
se refiere a las diferencias sobre la Península de Crimea, el estatuto de la ciudad y 
puerto de Sebastopol, y el reparto de la flota del Mar Negro; entre la Federación Rusa 
y los Estados Bálticos, relativo a la retirada del Ejército ruso y la cuestión de las mi-
norías rusófonas en estos Estados; las diferencias entre los Estados ribereños y el Es-
tatuto jurídico del Mar Caspio; y, por último, la cuestión del tránsito de los recursos 
energéticos. 
Se centra la segunda parte en los conflictos que acarrearon el uso de la violen-
cia. Después de una introducción en relación con la delimitación conceptual de las 
tensiones internas y disturbios internos -entre los que menciona el relativo a Moldo-
va y la República secesionista de Gagauzia, y los surgidos en la Federación Rusa- , 
frente a los conflictos armados no internacionales. Respecto a éstos, el estudio abun-
da en sus antecedentes históricos, la actuación de las Organizaciones internacionales, 
como la OSCE y la ONU, y las implicaciones en relación con el Derecho Internacio-
nal Humanitario. Los conflictos en los que se refiere el autor son los del Alto-Karabaj, 
que enfrentó a Armenia y Azerbaiyán; el conflicto de Transnistria, en Moldova; los 
conflictos internos de Osetia del Sur y Abjasia, en Georgia; el conflicto de Tayikistán; 
y concluye con el más cruento de todos ellos: el de Chechenia. 
Indudablemente, para el autor, la mayor parte de los conflictos desarrollados o 
que permanecen aún vivos en la antigua Unión Soviética son de carácter territorial, ét-
nico o nacional. El compromiso de los Estados miembros de la Comunidad de Esta-
dos Independientes acerca de la inviolabilidad de las fronteras no pudo evitar el sur-
gimiento de estos conflictos pero sí jugó un importante papel estabilizador. En todos 
ellos, destaca el profesor Blanc Altemir, se llevaron a cabo graves violaciones de de-
rechos humanos y la intervención de Organizaciones internacionales con una impor-
tante incidencia en la evolución de los mismos. 
La obra supone un estudio en profundidad sobre el surgimiento y desarrollo de 
los diferentes conflictos aparecidos en la antigua Unión Soviética. Para ello, el autor 
trata de sistematizar las causas que dieron origen a los mismos además de documen-
tar la evolución de los mismos con una extensa bibliografía a la que se añaden los ma-
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pas incluidos al final de la obra. El resultado es un trabajo exhaustivo y de referencia 
para quien pretenda profundizar en las consecuencias de la desintegración de la Unión 
Soviética. 
Juan Francisco Escudero Espinosa 
Universidad de León 
BUENO ARÚS, Francisco y DE MIGUEL ZARAGOZA, Juan: Manual de 
Derecho Penal Internacional, Publicaciones de la Universidad Pontificia de 
Comillas, Madrid, 2004,469 pp. 
En palabras de los propios autores se trata, ante todo, de un "verdadero Manual 
de Derecho penal internacional" que tiene su origen en la asignatura (primero optati-
va, luego troncal) impartida en la Universidad autora de la publicación y que preten-
de cubrir la laguna existente desde el Tratado de Derecho penal internacional e inter-
nacional penal del Prof. Quintano Ripollés, Madrid, 1955-57, "de inmenso valor 
histórico pero obviamente muy lejano de estar puesto al día". 
¿Derecho Penal Internacional o Derecho Internacional Penal? Los autores optan 
por la primera denominación pero precisan que, en su opinión, "pueden ser más cla-
ras las denominaciones de Derecho penal de fuente internacional y Derecho nacional 
(español) con elementos extranjeros", siendo estas las expresiones que utilizan en la 
sistemática de este Manual, "aunque en la exposición contemplemos en todo caso 
normas internacionales y normas internas conjuntamente" (p. 24). 
El Manual consta de tres Partes y XIV Capítulos, completándose con un amplio 
apartado de Bibliografía y un Anexo con el texto de distintos tratados internacionales. 
La Parte I (Cuestiones Generales), siguiendo una clasificación consagrada en la 
doctrina penalista se distribuye sintéticamente y a efectos puramente expositivos en 
los sectores siguientes: teoría de la ley (o teoría de las fuentes), teoría del delito, teo-
ría de la pena, organización judicial internacional y procedimiento penal, cuya expo-
sición más detallada tiene lugar en los capítulos siguientes, y las fuentes tanto inter-
nacionales como nacionales. 
La Parte II (Derecho Penal de Fuente Internacional) se articula en torno a los 
Capítulos II y III. El Capítulo II (Parte General) se ocupa del delito internacional (la 
"lesión o puesta en peligro de un bien jurídico cuya titularidad corresponde a la co-
munidad internacional [o, al menos, a una pluralidad de Estados que constituyen un 
ámbito de cultura jurídica homogénea]") (p. 40), de las sanciones (las penas y otras 
medidas de seguridad, el decomiso y la responsabilidad civil derivada del delito), de 
los organismos judiciales internacionales (los dos Tribunales Penales Internaciona-
les antes citados y la Corte Penal Internacional), de los organismos judiciales de co-
operación jurídica internacional (Magistrados de enlace, Red Judicial Europea, EU-
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ROJUST, y la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude), de la Policía Judicial In-
ternacional (INTERPOL, EUROPOL y el Sistema de Información Schengen). 
El Capítulo III (Parte Especial) analiza, sin ánimo de exhaustividad, algunos ti-
pos de delitos internacionales regulados en tratados internacionales. Es el caso de los 
siguientes: delitos de guerra, delitos contra la Humanidad y contra la paz, delito de 
agresión, genocidio, tortura, delitos contra personas internacionalmente protegidas, 
terrorismo, trata de personas, tráfico de drogas, falsificación de moneda, piratería aé-
rea, piratería marítima, corrupción, así como la protección del medio ambiente y la 
protección de los intereses financieros de la Unión Europea. 
La Parte III (Derecho Penal Español con elementos extranjeros) aglutina los Ca-
pítulos IV a XIV restantes, refiriéndose a las diferentes cuestiones que conforman ese 
Derecho Penal Internacional que da título al presente Manual: la Aplicación de la Ley 
Penal en el espacio. De la extensión y límites de la jurisdicción penal (Capítulo IV), 
la Organización (Autoridad Central y la Autoridad judicial competente: la Audiencia 
Nacional; todo ello en el Capítulo V), El Extranjero ante la Ley Penal española (Ca-
pítulo VI, en el que se abordan las normas penales sustantivas, las normas de procedi-
miento, las normas penitenciarias y la expulsión de extranjeros), La Cooperación Ju-
rídica Internacional: bases y límites (Capítulo VII, que comprende las fuentes de la 
cooperación, el acto político como límite a la cooperación jurisdiccional internacio-
nal, la cláusula de salvaguardia del orden público y la eficacia extraterritorial de la 
Constitución como límite a la cooperación internacional); La Extradición (Capítulo 
VIII: cuestiones generales principios o garantías fundamentales, los procedimientos 
de la extradición pasiva y activa, así como las nuevas perspectivas en el espacio co-
mún europeo); los Sistemas procesales de sustitución de la extradición (Capítulo IX), 
entre los se encuentran el principio de justicia universal (aut dedere aut iudicare), y 
los procedimientos (tráfico de drogas en alta mar, la entrega a los Tribunales Penales 
Internacionales, la orden de detención europea y los procedimientos de entrega, así 
como la Ley de desarrollo de la Decisión Marco 3/2003, de 14 de marzo) y métodos 
de entrega (entregas gubernativas, y los convenios bilaterales con Italia y el Reino 
Unido); la Asistencia judicial en materia penal (Capítulo X) abordando tanto las fuen-
tes de Derecho interno como las de Derecho Internacional (tratados universales, re-
gionales y bilaterales); el Traslado de personas condenadas (Capítulo XI), en el que 
se analiza la estructura que caracteriza a los tratados internacionales existentes y la si-
tuación particular prevista en los Estatutos de los Tribunales Penales Internacionales; 
la Transmisión de procesos penales (Capítulo XII) sobre la base de los tratados uni-
versales y regionales existentes más las especificidades propias de la Unión Europea; 
el Valor internacional de la sentencia extranjera. La ejecución de sentencias (Capítu-
lo XIII), que analiza tanto las fuentes de Derecho interno como las fuentes convencio-
nales del Consejo de Europa y de la Unión Europea; y, por último, La vigilancia in-
ternacional de personas condenadas o liberadas condicionalmente (Capítulo XIV). 
A la hora de emitir una valoración cabe decir que los objetivos perseguidos por 
los autores han sido alcanzados. Su lectura, por otra parte, ágil, facilita el acceso al co-
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nocimiento de esta rama del Derecho en creciente expansión y la estructura sintética 
se justifica plenamente dados sus destinatarios principales. Quien desee profundizar 
habrá tenido ya un buen punto de partida. Y esto es siempre de agradecer. 
Carlos Fernández de Casadevante 
Universidad de Rey Juan Carlos 
BURGORGE-LARSEN, Laurence (dir.): La France face á la Charte des 
droits fondamentaux de V Union européenne, Preface de Guy Braibant, Bruy-
lant, Bruselas, 2005,694 pp. 
Nadie duda de la importancia que tiene para la Unión Europea la Carta de Dere-
chos Fundamentales, a pesar del traspié sufrido por el Tratado Constitucional, firma-
do en Roma el 29 de octubre de 2004, a raíz del rechazo por los franceses primero y 
holandeses después en sendos referenda de dicho Tratado. Y es que la Carta Europea 
es, y será, un documento de referencia obligada no sólo a escala europea sino también 
universal. Esto se debe principalmente a que dicha Carta ha conseguido plasmar de 
una forma racional y equilibrada los derechos más clásicos, como los derechos civi-
les y políticos, como los más problemáticos, los derechos económicos y sociales, sin 
descuidar ni un ápice los nuevos derechos vinculados a la evolución de las nuevas tec-
nologías, como los derechos relacionados con la bioética. Este equilibrio explica el 
amplio consenso obtenido por este instrumento, algo que sin lugar a dudas faltó en el 
proyecto de Tratado constitucional, originándose así los desacuerdos y enfrentamien-
tos dialécticos que han estado presentes en los distintos procesos de ratificación, con 
el resultado que todos conocemos. Es de agradecer, pues, que a pesar de todo esto, la 
Profesora Burgorge-Larsen haya continuado con el trabajo previsto, obsequiándonos 
con una magnífica obra en la que, desde una perspectiva gala, se abordan las cuestio-
nes más importantes en relación con la aplicación de la Carta. La obra, dividida en dos 
partes, analiza de una forma rigurosa y pormenorizada las cuestiones que a continua-
ción se indican: 
Premiere Partie 
La Charte Évoquée 
L'evocation Jurisprudentielle 
Les jugesface á la charte. De la prudence á l'audace, par Laurence Burgorgue-
Larsen, Professeur de droit public á l'Universite de Rouen, Directeur du Centre de re-
cherches et d'études sur les droits de l 'homme et le droit humanitaire (CREDHO-




Les conventionnels face á la charte, par Valerie Michel, Professeur de droit pu-
blic á Université Strasbourg III, p. 65 y ss. 
Deuxiéme Partie 
La Charte Comparée 
Le préambule comparé, par Xavier Bioy, Maitre de conferences en droit public 
á l'Université des Sciences sociales Toulouse I, Centre d'Études et de Recherches 
Constitutionnelles et Politiques (CERCP), p . 91 y ss. 
La personne, étre Humain 
La dignité de la personne 
Le droit au respect de l'étre humain, par Sylvia Calmes, Maitre de conferences 
en droit public á l'Université de Rouen, Memore du CREDHO-Rouen, p . 123 y ss. 
L'Etat des Personnes 
Les personnes vulnerables, par Philippe Lagrange, Maitre de conferences en 
droit public á l'Université de Rouen, Membre du CREDHO-Rouen, p . 223 y ss. 
Les étrangers, par Philippe Ch.-A. Guillot, Maitre de conferences en droit pu-
blic á l'Université de Rouen, Membre du CREDHO-Rouen, pp. 273 y ss. 
Le Personne, Étre Social 
La sphere privée 
Personnalité etpatrimoine, par Philippe Ch.-A. Guillot, Maitre de conferences 
en droit public á l'Université de Rouen, Membre du CREDHO-Rouen, pp. 317 y ss. 
La sphere publique 
Le champ societal... 
Les libertes d'expression, de reunion et d'association, par Laurent Gamet, Mai-
tre de conferences en droit privé á l'Université de Rouen, Membre du CREDHO-
Rouen, p . 349 y ss. 
La liberté des arts et des sciences, par Laurent Gamet, Maitre de conferences en 
droit prive á l'Université de Rouen, Membre du CREDHO-Rouen, pp. 387 y ss. 
Le champprofessionnel... 
Une clarification de la valeur normative des droits fondamentaux garantís dans 
le cadre de la sphere professionnelle, par Véronique Lechevallier, Docteur en Droit de 
l'Université de Strasbourg III, pp. 425 y ss. 
Les droits des travailleurs, par Charlotte Denizeau, Maitre de conferences en 
droit public á l'Université Paris II Pantheon Assas, pp. 471 y ss. 
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Le champ politique... 
Vers un nouveau standard européen de droit au juge pour le droit interne?, par 
Edouard Dubout, Maitre de conferences a l'Université Paris XII, Membre du CRED-
HO-Rouen, pp. 523 y ss. 
Les administres et Vadministration, par Eloi Diarra, Maitre de conferences en 
droit public á l'Université de Rouen, Membre du CREDHO-Rouen, pp. 585 y ss. 
La citoyennetéou leparadoxe démocratique,pai Fabienne Péraldi-Leneuf, Mai-
tre de conferences en droit public á l'Université Paris-LX, Dauphine, Membre du 
CREDHO-Rouen, pp. 631 y ss. 
Romualdo Bermejo García 
Universidad de León 
CASADO RAIGÓN, Rafael (dir.): L'Europe et la mer (peche, navigation et 
environnement marin)/Europe and the sea (fisheries, navigation and marine 
environment), Editions Bruylant, Bruselas, 2005,521 pp. 
La obra objeto de esta recensión recoge las ponencias y comunicaciones que se 
presentaron en el Coloquio que la Asociación Internacional del Derecho del Mar tuvo 
en Córdoba los días 16-18 de octubre de 2003. Siguiendo el esquema utilizado en el 
citado Coloquio, la obra se compone de tres partes esenciales: la primera está dedica-
da a la pesca marítima, la segunda a la navegación marítima y la tercera al medioam-
biente marino. A estas partes conviene añadir unas conclusiones generales realizadas 
por el Profesor Daniel Vignes, y una quinta parte en la que se recogen trece comuni-
caciones complementarias de profesores españoles. Las dos primeras partes son pre-
cedidas de una introducción presentadas por los moderadores Juan Antonio Corrillo 
Salcedo y Tullio Treves. 
A nuestro entender, se trata de una magnífica obra en la que se analizan con por-
menoridad las cuestiones más actuales relacionadas con el derecho del mar por lo que 
sólo nos cabe felicitar al Director de la obra, el Profesor Rafael Casado, por el éxito 
obtenido en la organización de este Coloquio. 
Romualdo Bermejo García 
Universidad de León 
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DE CASTRO SÁNCHEZ, Claribel: El Derecho de injerencia humanitaria en 
el orden internacional contemporáneo. El impacto de la "Operación Liber-
tadpara Irak", Editorial Universitas, S.A., 2005,277 pp. 
"Uno de los grandes retos para la doctrina iusinternacionalista es la determina-
ción de las bases jurídicas que permitan afirmar la existencia del derecho/deber de au-
xilio y asistencia humanitaria y que faciliten una respuesta a la pregunta de si hoy, en 
este nuevo orden internacional del que tanto se habla, puede afirmarse o no la exis-
tencia de un verdadero derecho de injerencia humanitaria". Así se lo plantea la autora 
de esta monografía en sus páginas introductorias (p. 22). En la nota 4 a pie de página 
puntualiza, no obstante, que el principio de no-intervención con es absoluto. Es más, 
"se tiene la convicción de que la violación de los derechos humanos supone un aten-
tado contra la Comunidad Internacional en su conjunto, de modo que ya no podrá ser 
considerada ilegítima la intervención de la Comunidad internacional en defensa del 
respeto a los derechos, porque éstos ya no son un 'asunto interno', sino internacional". 
Estas consideraciones podrían mal interpretarse en el entendido de que pudieran jus-
tificar la intervención humanitaria. Sin embargo, en el núcleo central de esta obra se 
analizan las dificultades jurídicas de semejante primera apreciación. El tema de esta 
obra sigue siendo actual, tal y como se demuestra en la Operación libertad para Irak, 
por lo que se comprende que este estudio haya sido Premio de Defensa 2004. 
El libro consta de cinco capítulos organizados estratégicamente en dos parte. La 
primera está dedicada al examen de otras acciones parcialmente coincidentes, ya que 
la delimitación conceptual resulta imprescindible. En el primer capítulo se analiza la 
intervención para proteger a los nacionales en el extranjero. Esta figura no es extra-
ña al Derecho internacional. Es más, constituye una de las manifestaciones típicas de 
la soberanía estatal y del derecho del Estado de ver respetado en sus nacionales el De-
recho internacional. Sobre la base de una sólida doctrina, en estas páginas se señala 
como el fundamento de la actuación del Estado es la nacionalidad del protegido, aun-
que se encuentre fuera de su territorio. En este caso, el Estado actuaría de forma ne-
cesaria sobre otro Estado donde estén residiendo sus nacionales para socorrerles si sus 
vidas y derechos corren un grave peligro (p. 28). Esta legítima intervención requiere, 
no obstante, del cumplimiento de unos requisitos. La nacionalidad del protegido, el 
consentimiento del Estado intervenido, la legítima defensa, el carácter subsidiario de 
la intervención cuando no se cumpla el estándar mínimo de la debida protección a los 
extranjeros así como la orientación estrictamente humanitaria la proporcionalidad de 
la intervención, limitada en el tiempo y en el espacio. Tras este análisis la autora con-
cluye, y con razón, que la práctica internacional no se ha ajustado siempre a estos re-
quisitos. 
El segundo capítulo analiza sistemática el concepto, los requisitos y el alance de 
la asistencia humanitaria. Se parte de la distinción doctrinal entre asistencia humani-
taria e intervención y se analiza la asistencia en Irak en 1991, en la antigua Yugosla-
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via desde 1991 hasta 1995, en Somalia entre 1992 y 1994, en Ruanda desde 1993 has-
ta 1996 y en la región de los Grandes Lagos desde 1996 hasta 2001. Con este análisis 
pormenorizado se consigue demostrar que cada situación adquiere sus propios mati-
ces con lo que se añade una dificultad más en la ardua tarea de la delimitación con-
ceptual. 
El tercer capítulo tiene por objeto la intervención humanitaria. Se cuestiona su ca-
rácter normativo y se constata la incipiente naturaleza consuetudinaria de la interven-
ción. La cuestión de la legitimidad de la intervención por razones de humanidad sigue 
siendo controvertida en la práctica, tal y como se manifiesta en el caso paradigmático de 
Kosovo, cuando las fuerzas de la OTAN intervienen por razones de humanidad sin una 
autorización expresa del Consejo de Seguridad en virtud del capítulo VII de la Carta de 
las Naciones Unidas. Con gran cautela se recogen las diversas argumentaciones doctri-
nales sobre esta intervención. Su núcleo central radica, ya no tanto en la posible autori-
zación tácita y a posteriori del Consejo al adoptar su resolución 1244 (1999), tal y como 
se recoge en la página 160 del libro, sino en la imperatividad de la protección de los de-
rechos humanos frente a la violación masiva y sistemática del Derecho más fundamen-
tal de una población, el Derecho a la vida. Se concluyen estas líneas señalando que "el 
caso Kosovo no es un buen precedente, pues puede generar la misma idea en otras orga-
nizaciones regionales...". Y, en efecto, del carácter sumamente excepcional de aquella 
situación ha se acentuado el deber y la responsabilidad del Estado y de la Comunidad 
internacional de forma subsidiaria de proteger la vida de cualquier ciudadano, precisa-
mente en aquellas situaciones en las que los mecanismos reglamentarios no funcionan. 
Por el momento, la Comunidad internacional se resiste a reconocer expresamente esta 
responsabilidad de proteger, a pesar de los informes favorables y que bien recoge la au-
tora en esta monografía y a pesar del intento de algunos Estados de dotarle de carta de 
naturaleza en la Cumbre Mundial de 2005. 
La segunda parte de esta obra se centra en el examen del Derecho de injerencia 
humanitaria. Su cuarto capítulo lo hará desde el marco del orden internacional con-
temporáneo, partiendo del principio de no intervención y las excepciones a la prohi-
bición del uso de la fuerza. La dificultad se plantea claramente al intentar hacer com-
patible la injerencia por razones de humanidad como derecho a la legítima defensa y 
acertadamente la autora diferencia los supuestos de la guerra preventiva (p. 183), y de 
otra la injerencia humanitaria dentro del sistema de seguridad colectiva (p. 185). Con 
respeto al primero, nada se puede objetar a la constatación de la ilicitud del "recurrir 
a la fuerza en legítima defensa contra un gobierno despótico, fundándose incluso en 
la mera posibilidad de que llegue a producirse un ataque por parte de ese Estado" (p. 
184). Sin embargo, al margen de esa mera posibilidad y por lo tanto remota, la legiti-
midad de la intervención resulta controvertida ante situaciones más próximas a un in-
minente ataque armado en el sentido del artículo 51 de la Carta. En efecto, esta nor-
ma no ampara la defensa preventiva, sin embargo tampoco define cuando una acción 
es preventiva y cuando no. En la valoración critica de la Operación Libertad para Irak, 
se pone de manifiesto la ausencia de evidencias de que Irak tenía planes de atacar (p. 
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204), por lo que apoyándose en al doctrina, la autora se aleja de una posible justifica-
ción y de la pretendida teoría de un derecho a la intervención humanitaria unilateral. 
Estas afirmaciones ayudan a situar el contexto del quinto y último capítulo, bajo la rú-
brica configuración sistemática del Derecho de injerencia humanitaria. En el se trata 
de dilucidar si se puede hablar de la injerencia humanitaria como un figura jurídica 
autónoma dentro del nuevo orden internacional y si éste en su caso es conciliable con 
el sistema de seguridad colectiva de la Carta. Se aproxima una respuesta equilibrada 
y razona, a partir del análisis de la naturaleza jurídica de la injerencia humanitaria 
como incipiente norma consuetudinaria. No se desconoce el elevado grado de impre-
cisión y cautela política tanto en la doctrina como en la práctica. Por ello, la doctora 
De Castro Sánchez exprime y ordena sistemáticamente las condiciones objetivas que 
deben concurrir de forma necesaria en una situación de crisis humanitaria para que 
pueda justificarse una acción armada basada en la alegación de la injerencia humani-
taria. Tras el análisis de los requisitos previos para la eventual intervención, como la 
situación de urgencia, la ineficacia de los medios pacíficos de solución de controver-
sias, la debida autorización y el respeto del principio de proporcionalidad..., la autora 
se aventura a dar una posible vía de configuración de este pretendido derecho. Y lle-
ga a la conclusión de que "en el estado actual del Derecho internacional únicamente 
se puede considerar lícita la intervención armada en pro de los derechos humanos en 
aquellos supuestos en que concurra la autorización previa del Consejo de Seguridad" 
(p. 244) y concreta en qué circunstancia cabe esa autorización y cómo ha de ser. 
La autora, en definitiva, exprime las posibles justificaciones teóricas y prácticas, 
y estima que no existe una figura autónoma de injerencia humanitaria, sino que según 
los casos, la defensa de los derechos humanos se alcanzaría con la activación del siste-
ma de seguridad colectiva tal y como hoy está previsto en la Carta. No se trata de una 
negación teórica de la injerencia humanitaria, sino que, al contrario, el libro se basa en 
la práctica internacional. La profesora De Castro Sánchez aporta una útil y valiosa con-
tribución al estudio de una cuestión vital del Derecho Internacional Pública -e l justo 
equilibrio entre el principio de no intervención y la debida protección de los derechos 
humanos- en unos momentos históricos especialmente complejos y cambiantes. 
Eugenia López-Jacoiste Díaz 
Universidad de Navarra 
GUTIÉRREZ ESPADA, Cesáreo: El hecho ilícito internacional, Universidad 
Autónoma de Madrid, Cuadernos Internacionales 5, Dykinson, S.L., Madrid, 
2005,243 pp. 
"El hecho ilícito internacional". Al abordar el autor con este título las diversas 
cuestiones que se suscitan en relación con las conductas estatales generadoras de 
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responsabilidad internacional basada en la ilicitud -descartado, pues, ese otro tipo de 
responsabilidad sin hecho ilícito para el que el propio autor aconseja buscar, dada su 
ubicación en el mundo de las normas primarias, una palabra distinta de la de "responsa-
bilidad"-, sitúa su indagación en el terreno en el que la Comisión de Derecho Interna-
cional de las Naciones Unidas ha venido desarrollando su labor codificadora sobre la 
responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos a lo largo, nada me-
nos, de casi cincuenta años. El bagaje científico de Cesáreo Gutiérrez Espada y su expe-
riencia en la investigación de aspectos nucleares del Derecho de la responsabilidad (el 
estado de necesidad y el uso de la fuerza, el crimen internacional - o , en su presentación 
edulcorada del proyecto definitivo de artículos de la C.D.I. de 2001, la violación grave 
de obligaciones derivadas de normas imperativas-, las contramedidas, etc.) lo ponen en 
inmejorables condiciones para acometer un estudio de gran calado sobre este complejo 
sector del Derecho internacional; estudio del que forma parte la obra que hoy me com-
plazco en reseñar, a la que seguirá, según anuncia el propio autor, otra en la que se ana-
licen las consecuencias que el Derecho internacional asigna para quienes violan sus re-
glas, esto es, el contenido de la responsabilidad y los modos de hacer efectiva ésta. En 
otras palabras, dejando para un momento posterior el análisis de las cuestiones que se 
plantean en las partes segunda y tercera del proyecto de artículos de la C.D.I. en su ver-
sión definitiva de 2001, el autor se ciñe ahora a los aspectos que rodean el hecho inter-
nacionalmente ilícito en cuanto presupuesto desencadenante de la responsabilidad inter-
nacional del Estado, desgranando sus reflexiones al hilo de las propuestas normativas 
realizadas por la propia Comisión en la primera parte de dicho proyecto. 
En este contexto, el autor comienza por hacer unas consideraciones generales 
sobre el propio proyecto en su conjunto, planteándose sobre él dos interrogantes sus-
tanciales: en qué instrumento jurídico acabará plasmándose (un convenio codificador, 
un simple código internacional recomendado a los Estados, una declaración de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas), y qué sistema de solución de controver-
sias -s i llega a instaurarse alguno- acabará estableciéndose en caso de que se opte por 
la vía codificadora convencional. En cuanto a lo primero, comparto con el profesor 
Gutiérrez Espada el temor, expresado por él mismo, de que sus ojos no lleguen a ver 
"el gozoso día" en que la larva del proyecto se convierta en una "mariposa-conven-
ción" (p. 27). Y en lo que se refiere a la solución de controversias, coincido con él en 
la necesidad de que, si el proyecto finalmente prosperara, se incluyese en él un meca-
nismo similar al de la Convención de Viena sobre el Derecho de los tratados de 1969 
(conciliación obligatoria para las controversias sobre aplicación e interpretación de 
cualesquiera disposiciones del futuro convenio excepto las relativas a la violación gra-
ve de obligaciones derivadas del ius cogens respecto de las cuales se impondría el re-
curso al Tribunal Internacional de Justicia a menos que las partes se decidieran por el 
arbitraje) (pp. 36-38). 
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En los capítulos II y III de la obra el autor lleva a cabo un examen detallado y ri-
guroso de los elementos "objetivo" (antijuricidad) y "subjetivo" (atribución) del he-
cho internacionalmente ilícito. En un diálogo intelectual con el autor, y al socaire de 
sus agudas observaciones sobre estos puntos, me atrevería a plantearle algunas dudas 
en torno a la conveniencia o no de ciertos giros producidos en el texto del proyecto 
adoptado en 2001 respecto de la versión de 1996: así, en lo que se refiere a la supre-
sión a la postre de la distinción entre diversos tipos de obligaciones en el articulado 
del proyecto, ¿se justifica en verdad por la ausencia de consecuencias prácticas gene-
radas por la tipología de obligaciones (p. 59) cuando, por ejemplo, en los supuestos de 
obligaciones que exigen del Estado el logro de un cierto resultado, la superposición de 
acciones sucesivas de autoridades de distinto rango plantea la cuestión -relacionada 
con la aplicación de la regla del agotamiento previo de los recursos internos- de en 
qué fase del proceso la intervención de una autoridad superior puede evitar que el re-
sultado se frustre? Yo no hubiera deseado ver saltar del proyecto los artículos 20 a 23 
del texto aprobado en primera lectura. Comparto, en cambio, con el autor la opinión 
de que en la primera parte del proyecto debería haberse mantenido de algún modo la 
referencia a aquellos hechos ilícitos que, por su especial gravedad en cuanto ofensas 
erga omnes -¡alabado artículo 19!-, no se rigen por el régimen ordinario de la respon-
sabilidad (p. 57), dejando así preparadas las cosas para el momento de la deducción 
de las oportunas consecuencias (capítulo III de la segunda parte y capítulo I de la ter-
cera parte) resultantes de la comisión por el Estado de un crimen internacional (¡cómo 
me gusta seguir llamándolo así!). 
En lo que se refiere a las cuestiones examinadas en el capítulo III de la obra, hay 
que destacar la finura de análisis con que el autor aborda los diversos aspectos rela-
cionados con la atribución (o "imputación", según la preferencia terminológica del 
propio autor) del hecho al Estado, así como la utilización ponderada de práctica esta-
tal (caso libio, irrupción en la Embajada de España en Guatemala, atentados terroris-
tas del 11-S y las subsiguientes reacciones por parte de los Estados Unidos) y de ju-
risprudencia internacional (asunto de la diferencia relativa a la inmunidad judicial de 
un relator especial de la Comisión de Derechos humanos, asunto LaGrand, arbitraje 
sobre el caso Meteclad, asunto Alvarez Machaín, opinión consultiva sobre el Muro) 
en apoyo de las reflexiones desarrolladas en torno a esos diversos aspectos, entre ellos 
el de la aplicación de la teoría del control en el supuesto específico de la atribución al 
Estado de ciertos comportamientos de personas o grupos de personas que actúan de 
hecho por instrucciones o bajo la dirección del Estado (artículo 8 del proyecto de la 
C.D.I.). 
En la segunda parte de la obra (capítulos IV y V), el autor estudia las circunstan-
cias de exclusión de la ilicitud y las eventuales formas de participación de un Estado en 
la comisión de un hecho internacionalmente ilícito por otro Estado. Sobre estas cues-
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tiones se proyecta una vez más el incisivo análisis desplegado por el autor, hasta el 
punto de desbordar a veces el estricto marco de examen de los aspectos propios del De-
recho de la responsabilidad para adentrarse en el terreno de la teoría general aplicada a 
la institución considerada, como es el caso de la legítima defensa (pp. 116-128), de las 
contramedidas (pp. 128-142) y del estado de necesidad (pp. 149-190), cuestiones, las 
tres, que plantean delicados problemas de calificación, de límites en la reacción del Es-
tado lesionado frente al hecho ilícito por el que se ve afectado, etc. De nuevo aquí, en 
ese diálogo intelectual con el autor, al que antes aludía, podría suscitarse un enriquece-
dor debate sobre varios puntos: así, sobre si la legítima defensa no es en puridad una 
causa de exclusión de la ilicitud por estar incrustada en la norma primaria misma que 
prohibe el uso de la fuerza; sobre si debe descartarse con carácter general, esto es, para 
todos los supuestos, que las contramedidas o represalias puedan desempeñar una fun-
ción punitiva (no pocos autores, entre ellos Dominicé, admiten esta posibilidad); sobre 
si los Estados no directamente perjudicados por el hecho internacionalmente ilícito 
pueden reservarse el derecho de adoptar contramedidas o represalias contra el Estado 
culpable; o, en fin, sobre si los Estados afectados por ciertos usos "menores" -¿cuáles 
lo son en la práctica?- de la fuerza pueden invocar el estado de necesidad para reaccio-
nar -¿hasta qué punto?- recurriendo a su vez a formas "menos graves" de utilización 
de la fuerza, en una suerte de represalias armadas autocontenidas. 
Este libro de Cesáreo Gutiérrez Espada, ilustrado con un profuso anexo biblio-
gráfico y documental, merece ser recibido en la doctrina científica con los honores de-
bidos a una relevante aportación al estudio de uno de los sectores más cruciales y 
complejos de la disciplina jurídico-internacional. Ojalá que, cumpliéndose el designio 
expresado por el propio autor de ofrecer una reflexión global o de conjunto sobre la 
responsabilidad internacional del Estado por hecho ilícito, no tarde en salir a la luz pú-
blica esa nueva obra que anuncia sobre el contenido de la responsabilidad y los mo-
dos de hacerla efectiva, que junto con la que hoy comento podría integrar un genuino 
tratado sobre la materia. 
Manuel Pérez González 
Universidad Complutense de Madrid 
JORDÁN, Javier y CALVO ALBERO, José Luis: El nuevo rostro de la gue-
rra, EUNSA, Pamplona, 2005,238 pp. 
La profunda transformación que ha experimentado la sociedad internacional tras 
el fin de la Guerra Fría resulta particularmente evidente en el ámbito de los conflictos 
armados. La doctrina ha ido acuñando términos expresivos de las transformaciones en 
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éste ámbito, y así frente a conflictos tradicionales y guerras convencionales se habla 
de "conflictos desestructurados y guerras de desintegración", nociones que evocan a 
su vez otras realidades, como la de los estados fallidos o colapsados. Durante la déca-
da de los noventa la Guerra del Golfo, en 1991, los conflictos en Somalia, Bosnia-
Herzegovina, Rwanda y Kosovo, por citar los ejemplos tal vez más significativos, han 
generado situaciones nuevas, desde el punto de vista del uso de la fuerza en las rela-
ciones internacionales. Cuando aún seguían vivos los debates en torno a la legalidad 
de algunas de estas actuaciones, los ataques del 11 de septiembre y la posterior guerra 
de Afganistán, así como la más reciente guerra de Irak siguen introduciendo nuevos 
términos en un debate en el que las posturas de los Estados presentan profundas diver-
gencias y que también divide a la doctrina internacionalista. 
En este contexto, Javier Jordán y José Luis Calvo Albero, nos ofrecen un libro 
de enorme interés, por el tema tratado y por el enfoque adoptado. Procedentes de ám-
bitos diferentes, el de la Ciencia Política y el ámbito militar, los autores consiguen una 
perfecta compenetración de sus respectivos enfoques a lo largo de toda la obra, lo que 
confiere una particular riqueza a sus análisis y reflexiones. La exposición es clara y 
didáctica, la estructura equilibrada y coherente, los análisis rigurosos y la obra bien 
documentada. En particular, todos los conceptos e instituciones analizados son pre-
sentados con una perspéctica histórica, que muestra la evolución y transformaciones 
experimentadas hasta llegar al momento actual. Partiendo de estas tranformaciones y 
de las tendencias más recientes, los autores realizan una labor prospectiva, pues en de-
finitiva un objetivo principal de la obra es apuntar los retos que desde el punto de vis-
ta de la seguridad y de la estrategia van a plantear las nuevas amenazas, las nuevas 
guerras que se desarrollarán en los próximos veinte años. Aunque no sea un estudio 
realizado desde la perspectiva del Derecho internacional público, puede ser un útil 
instrumento para los estudiosos de esta materia, en particular para los interesados en 
las cuestiones referentes al uso de la fuerza en las relaciones internacionales. 
La obra está estructurada en seis partes. La primera, de carácter introductorio, 
aborda el problema conceptual: la difícil definición de la guerra. Para ello combina 
dos criterios: la intensidad del conflicto y los actores o protagonistas implicados. Este 
segundo criterio se revisa la doctrina de Clausewitz referente la trinidad de elementos 
(racionalidad, azar, pasiones) y de actores presentes en toda confrontación bélica. Se 
llega así a una noción nuclear de guerra, enfrentamiento armado de alta intensidad en-
tre grupos organizados, más descriptiva que definitoria, pero que logra acotar con cla-
ridad el fenómeno que es objeto de análisis. Aspectos como la legitimidad, la justa 
causa, declaración formal e incluso el carácter estatal de los protagonistas no son ele-
mentos consustanciales y, de hecho, no han estado presentes en numerosos conflictos 
que, a lo largo de la historia, han sido considerados como guerras. Aunque los capítu-
los estén concebidos de manera autónoma, el capítulo introductorio es imprescindible 
para poder situar y comprender adecuadamente el resto de la obra. No sólo porque se 
presente la definición de guerra que sirve de punto de partida a los autores, sino por la 
identificación de los otros elementos que resultan determinantes en las características, 
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desarrollo y consecuencias del conflicto. Particular relevancia se concede al estudio 
del entorno del conflicto, que comprende factores políticos, geográficos, sociales, 
económicos, etc. Partiendo de esos elementos se intenta explicar las diferencias entre 
los conflictos desde el punto de vista de las normas aplicables, de la intensidad de los 
enfrentamientos, de las relaciones de subordinación entre los actores y de su duración 
en el tiempo. Este primer capítulo concluye con una aproximación al concepto de con-
flicto asimétrico, noción imprescindible en el contexto actual. 
La segunda parte se detiene en el entorno estratégico previsible de los años 
2005-2025, analizando los factores demográficos, económicos, políticos y los valores 
de las sociedades. La tercera parte presta atención a los actores implicados en las gue-
rras de desintegración, poniendo de manifiesto las profundas transformaciones que es-
tán teniendo lugar en este terreno, por ejemplo al hablar con gráfica expresión del "re-
torno a edades antiguas con armas modernas". Siguiendo con el tema de los actores 
implicados, este capítulo analiza algunos los problemas que plantea la presencia de 
los señores de la guerra, de mercenarios y la contratación de empresas internaciona-
les de seguridad. La cuarta parte, al tratar de los conflictos armados en la sociedad de 
la información se sitúa en una doble perspectiva. Por un lado, la transformación del 
entorno social como consecuencia de las nuevas tecnologías de la información. Por 
otro lado, la transformación estratégica que han posibilitado las nuevas tecnologías, 
en sectores de actuación muy diversos, en particular al ofrecer instrumentos para que 
los actores implicados en el conflicto adopten estructuras organizativas nuevas, como 
la estructura en red. La quinta parte del libro se ocupa de la figura de la guerra con-
vencional y de los elementos que le son propios. Tras condensar algunos de las trans-
formaciones claves en este ámbito, se detiene en los aspectos más recientes. En parti-
cular, la consolidación del concepto de la "Revolución en los Asuntos Militares", tras 
el final de la guerra fría, cuyas premisas se basan aún en el concepto de guerra con-
vencional. El análisis de los conflictos de la década de los noventa y de las recientes 
guerras de Afganistán e Irak pone de manifiesto, según destacan los autores, la nece-
sidad de adaptación de la estrategia militar al nuevo tipo de enfrentamientos bélicos. 
La última parte del libro aplica el esquema utilizado a lo largo de la obra para anali-
zar las Fuerzas Armadas españolas. 
Los autores merecen ser felicitados por un trabajo valioso, accesible e interesan-
te para disciplinas muy diferentes. Sin duda, han logrado el propósito con el que pre-
sentan su libro: ofrecer una visión panorámica del carácter camaleónico de la guerra 
con una lectura estratégica y política. 
Pilar Pozo Serrano 
Universidad de Valencia 
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MARTÍNEZ PÉREZ, Enrique J.: El desarrollo sostenible como justificación 
de las acciones unilaterales para la conservación de los recursos marinos, 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, Madrid, 2004,242 pp. 
El recurso de los Estados a medidas unilaterales, tanto comerciales como de otra 
índole, en particular las que implican el uso de la fuerza, invocando como justifica-
ción la protección de objetivos ambientales ha dado lugar a controversias internacio-
nales importantes. A partir de un título muy sugerente, el autor de esta obra analiza la 
interacción entre ámbitos particularmente complejos del derecho internacional: pro-
tección del medio ambiente, comercio y uso de la fuerza. El trabajo se divide en dos 
grandes partes. La primera se centra en el estudio de las medidas coercitivas unilate-
rales para la conservación de los recursos vivos del mar, tanto las de carácter comer-
cial como las que implican el uso de la fuerza. El capítulo dedicado a las medidas uni-
laterales de carácter comercial las divide en dos categorías principales: las medidas 
adoptadas al servicio de políticas de conservación de carácter exclusivamente nacio-
nal, y las medidas que, sin perder su carácter unilateral, se encuentran previstas en un 
tratado internacional. Tras pasar revista a los distintos tipos de medidas, el capítulo se-
gundo recuerda sintéticamente los tres principios y reglas básicas del GATT incompa-
tibles con las medidas unilaterales: principio de no discriminación, prohibición de res-
tricciones cuantitativas a la importación y a la exportación y principio de libertad de 
tránsito. En relación con las medidas que implican el uso de la fuerza, el capítulo se-
gundo comienza con un título que encierra ya una de las primeras conclusiones del 
autor: el deber/ obligación de cooperar, en sus diferentes dimensiones, como un lími-
te para el desarrollo de las acciones unilaterales. A continuación, el autor se detiene en 
las condiciones de licitud del uso de o amenaza de la fuerza en alta mar, centrándose 
en dos figuras: el derecho de persecución y las operaciones de inspección. El análisis 
de las normas aplicables va acompañado, en ambos casos, de breves consideraciones 
sobre las decisiones de diferentes órganos jurisdiccionales internacionales, apartado 
en el que ocupa un lugar destacado la sentencia de la Corte Internacional de Justicia 
en el asunto de la competencia en materia de pesquerías, que enfrentó a España y Ca-
nadá. 
La segunda parte del libro analiza el recurso a los "nuevos principios en el ám-
bito del desarrollo sostenible" como causas de legitimación de las medidas coerciti-
vas unilaterales. Como se desprende de la acertada expresión utilizada por el Profesor 
Herrero de la Fuente en el Prólogo de la obra, el "nuevo concepto-principio-objetivo 
del desarrollo sostenible" aunque ampliamente consolidado en el ámbito del derecho 
Internacional, sigue suscitando controversias en cuanto a su naturaleza jurídica. Para 
un sector doctrinal el desarrollo sostenible constituye una norma jurídica en sentido 
estricto dotada de valor vinculante, ya sea como principio o como norma consuetudi-
naria. Para otro sector doctrinal es un mero concepto o noción carente de valor jurídi-
co obligatorio. El autor no se demora en este tipo de cuestiones y, con un enfoque 
pragmático, tras presentar el estado de la cuestión en doctrina y en la práctica interna-
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cional señala su propia posición. En este sentido, aborda la noción de desarrollo sos-
tenible como un concepto que "no supone por ahora un principio o una regla de dere-
cho internacional", pero que está acompañado de ciertos "principios", que se han for-
mado paralelamente a la noción de desarrollo sostenible y que sin, formar parte del 
concepto mismo, son instrumentos para su consecución. Se trata de los principios de 
equidad intergeneracional, interés común de la humanidad, responsabilidades comu-
nes pero diferenciadas, la utilización sostenible y el principio precautorio. Cada uno 
de ellos es objeto de un detenido análisis desde la perspectiva de la conservación de 
los recursos vivos del mar. Finalmente, el último capítulo estudia la influencia de los 
principios mencionados en la aplicación de las reglas y principios del GATT y su in-
cidencia en la configuración de la figura del estado de necesidad ecológico, apartado 
éste que probablemente contiene algunas de las aportaciones más originales de la 
obra. A lo largo de este último capítulo se pone de relieve cómo las restricciones co-
merciales unilaterales dirigidas al logro de un desarrollo sostenible, a pesar de la ini-
cial oposición de los miembros de la OMC, han proliferado y siguen proliferando, go-
zando de una aceptación restringida entre la doctrina, aunque su consagración 
definitiva en la "jurisprudencia" de la OMC sea una asignatura pendiente. En cuanto 
a las medidas unilaterales para la conservación de los recursos marinos que implican 
el uso de la fuerza, su ilicitud parece incuestionable, aunque en el caso de algunas me-
didas de esta naturaleza, los procedimientos de visita e inspección en alta mar en par-
ticular, tanto los textos convencionales como la jurisprudencia internacional dejan un 
margen de indeterminación. La obra concluye alertando frente al uso abusivo de los 
principios examinados para legitimar acciones unilaterales en aparente defensa de la 
conservación de los recursos vivos marinos. 
Se trata, en definitiva, de un trabajo atractivo que analiza con claridad un tema 
de gran interés y que afecta a ámbitos tan heterogéneos como el medio ambiente, la 
regulación del comercio internacional y el uso de la fuerza en las relaciones interna-
cionales. 
Pilar Pozo Serrano 
Universidad de Valencia 
MELGAR FERNÁNDEZ, Mario: Biotecnología y propiedad intelectual: un 
enfoque integrado desde el Derecho internacional, Universidad Nacional 
Autónoma de México, México, 2005, 379 pp. 
El debate sobre las relaciones entre el comercio y el medio ambiente no es algo 
nuevo, sino que viene estando presente en la escena internacional desde principios de 
los años 70. Tema de discusión ya en la época de vigencia del GATT, ha experimenta-
do un auge espectacular desde la puesta en funcionamiento de la Organización Mun-
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dial del Comercio (OMC), pues, entre otras razones, ésta empezó a tutelar otros ámbi-
tos materiales además del comercio de mercancías, como los aspectos de los derechos 
de propiedad intelectual relacionados con el comercio. A ello ha contribuido también, 
sin lugar a dudas, el nuevo sistema de solución de diferencias, cuya confianza por par-
te de los países miembros (más de 300 casos han sido sometidos a él desde el año 
1995) está dando lugar a que éste se haya convertido en el foro en el que se están resol-
viendo la mayoría de las controversias internacionales en esta materia, llamando la 
atención, en consecuencia, de un cada vez mayor sector de la doctrina jurídica. 
Dentro de este amplio debate, uno de los asuntos de mayor actualidad es preci-
samente el que trata el autor en este libro, esto es, las relaciones entre los regímenes 
jurídicos de la biodiversidad y de la propiedad intelectual. Un tema ya presente en el 
programa inicial de trabajo del Comité de Comercio y Medio Ambiente de la OMC e 
impulsado de nuevo en los últimos tiempos al encomendar la Declaración Ministerial 
de Doha de noviembre de 2001 a dicho Comité y al Consejo sobre los Aspectos de la 
Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio (ADPIC) el examen de la com-
patibilidad del Acuerdo sobre los ADPIC con el Convenio sobre la Diversidad Bioló-
gica. Durante la elaboración de los trabajos sus Miembros han expresado puntos de 
vista diferentes. Así, hay un grupo de países que consideran que es necesario modifi-
car ciertos aspectos del Acuerdo ADPIC para adaptarse a las prescripciones del Con-
venio sobre Diversidad Biológica. En cambio, otros afirman que ambos sistemas nor-
mativos se apoyan mutuamente y, en consecuencia, no será normal que surjan 
controversias derivadas de su aplicación. Y, finalmente, están los que piensan también 
que existe un apoyo mutuo, pero que, sin embargo, consideran que su aplicación pro-
vocará posiblemente diversos conflictos. Pues bien, todos estos enfoques son analiza-
dos en este libro. Con esto no queremos decir que el autor haga una mera recopilación 
de ellos, sino que los examina y valora con gran rigor atreviéndose incluso a proponer 
soluciones concretas y originales para el supuesto de que finalmente se planteen futu-
ras controversias. Para llevar a cabo esta investigación, se ha optado por realizar una 
ordenación del trabajo fácil de adivinar a tenor del título elegido. Así, se dedica una 
primera parte al análisis del régimen jurídico internacional de la biodiversidad para 
pasar posteriormente a examinar el régimen de la propiedad intelectual dentro del sis-
tema multilateral del comercio tutelado por la Organización Mundial del Comercio, 
dejando para la última parte, como es lógico, el objetivo primordial de la investiga-
ción que no es otro que el de mostrar las complejas relaciones entre ellos y que nece-
sariamente requieren la aportación de soluciones doctrinales originales. 
El régimen de la biodiversidad se analiza en la primera parte del libro, centrándo-
se, evidentemente, en el Convenio sobre la diversidad biológica y en su posterior des-
arrollo normativo, esto es, el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnolo-
gía, pero sin olvidar los actuales y muy discutidos trabajos en proceso de elaboración 
como el relativo a la responsabilidad por daños resultantes de los movimientos trans-
fronterizos de organismos vivos modificados. De todos estos primeros capítulos cabe re-
saltar algunas críticas que se hace de cada uno ellos. Así, respecto al Convenio, se apun-
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tan algunas de las deficiencias de su articulado, como, por ejemplo, la parte dedicada a 
las medidas para la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad, pues, en pala-
bras del autor "adolecen de especificidad y están redactadas en un lenguaje ambiguo, 
que acude en exceso a fórmulas condicionantes, lo que limita su contenido jurídico" (p. 
62). Del Protocolo se señala la ausencia de reglas precisas en algunas materias por la fal-
ta de acuerdo entre partes, como pueden ser el caso del etiquetado o información al con-
sumidor de productos que contengan organismos vivos modificados (p. 119). Y, por úl-
timo, en cuanto al régimen de responsabilidad por daños, todavía en fase de estudio, 
propone que sea un sistema civil pero también que incorpore "disposiciones en materia 
de responsabilidad internacional del Estado por actos ilícitos y por daños derivados de 
actos no prohibidos" (p. 129). No debemos olvidar tampoco que dentro de esta primera 
parte el autor examina también otros desarrollos normativos fuera del marco institucio-
nal antes descrito, en concreto, las medidas regionales y nacionales para regular el acce-
so a los recursos genéticos y el Tratado Internacional sobre Recursos Filogenéticos para 
la Alimentación y la Agricultura aprobado en el seno de la FAO. 
La segunda parte se inicia con un capítulo destinado a estudiar cómo se han in-
tegrado los derechos de propiedad intelectual en el sistema multilateral del comercio 
administrado por la OMC. Las páginas siguientes abordan el Acuerdo sobre los As-
pectos de la Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, caracterizado, a di-
ferencia del régimen de la biodiversidad, por ser un sistema normativo que incluye 
obligaciones muy concretas y que se distingue de otros instrumentos jurídicos comer-
ciales en que contiene un conjunto de disposiciones destinadas a asegurar su cumpli-
miento en el interior de los Estados. Asimismo, trata otras peculiaridades del tratado 
como es su regulación sustantiva a través de la técnica de incorporación por referen-
cia. El impacto que tiene sobre la biodiversidad ha llevado al autor a estudiar de ma-
nera separada (cap. 7 y 8) el tema de las patentes, haciendo especial hincapié en una 
de las cuestiones más controvertidas de nuestros días: las patentes biotecnológicas. Su 
análisis comienza por la jurisprudencia estadounidense, basada en el "criterio general 
de que toda la materia viviente, incluso la proveniente de los seres humanos, es paten-
table siempre que esté presente la intervención humana [...]" (p. 194), y finaliza aden-
trándose en el ámbito europeo, donde la directiva 98/44/CE ha sido elaborada para in-
centivar las inversiones y mejorar su competitividad. 
La última parte de la investigación se centra en la defensa de su tesis fundamen-
tal, que no es otra que la necesidad de aplicar ambos regímenes de manera que se apo-
yen mutuamente en aras de alcanzar un desarrollo sostenible. Y es que el autor, aunque 
consciente de los contrastes que existen entre ellos (objetivos y ámbitos materiales de 
regulación diferentes), subraya que ninguno de ellos es un régimen "autocontenido", 
aislado del sistema normativo que constituye el Derecho internacional, lo cual tiene im-
portantes consecuencias, como son la aplicación de las reglas secundarias de dicho or-
denamiento. Para llevar a cabo esta convergencia se propone que sea el derecho inter-
no el medio jurídico adecuado para emprender este cometido, pues no se debe olvidar 
que la mayoría de las obligaciones recogidas en los acuerdos internacionales en discor-
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dia requieren un desarrollo normativo posterior. Así, se hacen algunas propuestas con-
cretas, algunas de ellas ya presentes en algunos países, entre las que destaca la obliga-
ción de exigir la divulgación del origen geográfico de los recursos genéticos y la fuen-
te de los conocimientos tradicionales utilizados a la hora de solicitar los derechos de 
propiedad intelectual (pp. 278 y ss.). Pese a todo, no se descarta que la aplicación de 
estas medidas pueda infringir algunas obligaciones internacionales de carácter comer-
cial, lo cual podría conducir a la aparición de una controversia internacional que con 
mucha probabilidad terminaría resolviéndose dentro del sistema de solución de dife-
rencias de la OMC. Si así fuera, los órganos encargados de su resolución deberían, en 
principio, utilizar las reglas generales de interpretación de los tratados suministradas 
por el Derecho internacional y, de no llegar a una solución satisfactoria, aplicar las re-
glas secundarias relativas a las relaciones entre tratados. 
El libro se cierra con los ya habituales apartados dedicados a las conclusiones y 
a la bibliografía, estructurada, por cierto, no por un mero orden alfabético, sino en 
función de las distintas materias que han sido tratadas a lo largo de la monografía, lo 
que facilitará posiblemente la labor del futuro investigador. En fin, nos encontramos 
ante un trabajo riguroso y claro, de plena actualidad como ya hemos apuntado al ini-
cio, que supone una valiosa aportación doctrinal al conjunto de estudios que ya se han 
elaborado en lengua española sobre el interesante debate "comercio-medio ambiente". 
Enrique J. Martínez Pérez 
Universidad de Valladolid 
RAMÓN CHORNET, Consuelo (coorda.): La Política de Seguridad y Defen-
sa en el Tratado Constitucional, Tirant lo Blanch, Valencia, 2005,219 pp. 
Las dificultades surgidas en el proceso de ratificación del Tratado por el que se 
establece una Constitución para Europa no han restado el menor interés al intenso de-
bate doctrinal y político que han venido suscitando en los últimos años su singular 
proceso de elaboración y la importancia de sus contenidos. Por el contrario, el hecho 
de que dicho Tratado no pueda entrar en vigor en la fecha inicialmente prevista viene 
a reforzar la oportunidad de repensar algunas de sus disposiciones más controvertidas. 
No en vano, son precisamente estas las que explican la dificultad de culminar sin ma-
yores complicaciones un proceso de negociación de singular ambición. Ese proceso 
de reflexión sistemático tan necesario requiere sin duda de obras generales sobre el 
propio Tratado Constitucional, pero también puede verse facilitado en gran medida 
por obras especializadas que fijen su atención en alguno de los aspectos más relevan-
tes de ese gran edificio que prefigura el proyecto de Constitución Europea. 
La obra que nos ocupa, elaborada bajo la iniciativa y coordinación de la profe-
sora Consuelo Ramón Chornet por un grupo de especialistas en Derecho internacional 
807 
RESEÑAS 
y relaciones internacionales, en el marco de un proyecto de investigación financiado 
por la Generalitat Valenciana, se centra precisamente en uno de los aspectos más con-
trovertidos del Tratado Constitucional: la política de seguridad y de defensa. Cuestión 
ésta cuya negociación resultó especialmente compleja toda vez que los recelos inevi-
tables de los Estados respecto de una materia tan sensible se vieron reforzados por las 
convulsiones políticas provocadas en el seno de la Unión por la respuesta bélica de los 
Estados Unidos al nuevo terrorismo internacional. Además, con carácter general pue-
de afirmarse que la voluntad de avanzar en esa dirección se ve forzosamente atempe-
rada por diversas circunstancias que la profesora Ramón Chornet tiene el acierto de 
señalar en su contribución. En primer lugar, el hecho de que el dominio de la seguri-
dad afecta de manera primordial a la soberanía de los Estados, comprometiendo sus 
percepciones y sus prioridades específicas, y condicionando su disposición a profun-
dizar sus compromisos en este terreno. En segundo lugar, la evolución vertiginosa del 
propio contexto internacional que exige una revisión constante de los fundamentos 
doctrinales y de las diversas prioridades de la Unión en materia de seguridad dificul-
tando el establecimiento de objetivos a medio y largo plazo. Por último, y en tercer lu-
gar, la propia ampliación de la Unión Europea que ha venido a reforzar la heteroge-
neidad de visiones y sensibilidades en materia de seguridad que conviven en su seno, 
lo que a menudo dificulta la adopción de una posición común (p. 117). 
Sin embargo, pese a las muchas dificultades que afrontaba la empresa durante el 
llamado proceso constituyente lo cierto es que los Estados acabaron estableciendo en 
la versión final del Tratado todo un nuevo sistema de cooperación en la materia, con 
importantes novedades tanto en cuanto a sus implicaciones formales como al operati-
vo que despliega. La génesis y desarrollo en el proceso constituyente de esa nueva po-
lítica de seguridad y defensa son analizados por el profesor Aldecoa, en el capítulo 
que abre la obra (pp. 9-34). En su aproximación al proceso constituyente el profesor 
Aldecoa ofrece la necesaria contextualización política de la cuestión, señalando que 
tanto en la Convención como en la Conferencia Intergubernamental la cuestión fun-
damental en materia de política exterior consistía tanto en la elaboración de un marco 
conceptual adecuado como en la introducción de nuevos instrumentos capaces de pro-
yectar a nivel internacional el modelo europeo de paz y bienestar, a través de lo que 
se ha dado en llamar política de responsabilidad. En ese terreno, junto a otros avan-
ces en la institucionalización de la política exterior común, se registran importantes 
avances en el ámbito específico de la seguridad, que implican, por primera vez, no 
sólo la creación de instrumentos para actuar en crisis ajenas sino también diversas me-
didas destinadas a la propia defensa. Ciertamente esos avances deben matizarse con 
algunos retrocesos notables tales como la vuelta a la unanimidad como regla general 
para las decisiones PESC. Sin embargo, como afirma el propio profesor Aldecoa, el 
mayor logro en la materia es que exista un "Tratado por el que se establezca una cons-
titución para Europa", toda vez que "en la medida en que Europa sea más fuerte y esté 
más integrada podrá jugar más papeles en la escena internacional" (p. 15). La consti-
tución reafirma así el modelo del federalismo intergubernamental, en el que conviven 
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métodos federales en los ámbitos comunitarios de las relaciones exteriores e intergu-
bernamentales en la política exterior y en la política de seguridad y defensa. La nove-
dad más significativa reside no obstante, junto a la ampliación de las misiones en el 
exterior cuyo operativo se ve reforzado, en la previsión de nuevos instrumentos desti-
nados a la conformación de una defensa común tales como la alianza o cláusula de de-
fensa mutua, la cooperación estructurada permanente, la agencia de defensa europea, 
o la cláusula de solidaridad. 
Corresponde a la profesora Pilar Pozo Serrano el análisis de las implicaciones 
del Tratado Constitucional sobre las misiones de la Unión Europea en el exterior (pp. 
35-69). Al respecto comienza subrayando el importante aprendizaje, tanto de concer-
tación política como a nivel operativo, que en este terreno han supuesto las diversas 
misiones Petersberg que la Unión ha venido desplegando en los últimos años. Sobre 
la base de esa experiencia el Tratado Constitucional presenta como novedad más sig-
nificativa la posibilidad de acciones militares en el marco de una cláusula de asisten-
cia mutua en el ámbito de la defensa territorial de los Estados miembros. Tal y como 
oportunamente señala la profesora Pozo Serrano, ese nuevo impulso queda reflejado 
en el art. 1-41.1 del Tratado en la innovación terminológica que supone la expresión 
"política común de seguridad y defensa", frente a la mera "política de seguridad y de-
fensa" que figura en el TUE. De manera más precisa, y dentro de una conceptualiza-
ción particularmente amplia de los supuestos que justificarían su despliegue, el Trata-
do Constitucional señala la necesaria combinación de medios militares y civiles en la 
gestión de las diversas modalidades de crisis, así como posibilidad de que tales misio-
nes puedan desplegarse fuera de la Unión, sin mayores condicionamientos geográfi-
cos. Más compleja resultan sin embargo la cuestión de la autonomía de la Unión Eu-
ropea en materia de capacidades militares y civiles, así como las formas en las que los 
Estados miembros puedan comprometer su participación en una misión otorgando a 
la Unión las capacidades de las que de suyo esta carece. En este terreno, y siempre re-
conociendo la primacía del sistema de seguridad colectiva de Naciones Unidas, las 
posibilidades serían el despliegue de las misiones bien a través de fuerzas multinacio-
nales existentes, bien en el marco de la llamada cooperación estructurada, o simple-
mente a título individual. En todo caso, por encima de este esbozo, la profesora Pozo 
Serrano ofrece un muy elaborado análisis de las implicaciones de todo ello en rela-
ción, en su caso, a los compromisos adquiridos por algunos de los Estados miembros 
en el seno de la OTAN, y de manera más amplia con el sistema de seguridad colecti-
va de Naciones Unidas. 
Es en ese punto donde adquiere especial relevancia la llamada cláusula de de-
fensa mutua recogida en el Art. 1-41-7, cuyos antecedentes precisos y controvertida 
negociación analiza el profesor Romualdo Bermejo en su muy reflexiva contribución 
(pp. 71-94). Lo interesante es que pese a los muchos recelos que suscita la cuestión 
para los Estados miembros, el carácter inicialmente facultativo de dicha cláusula en el 
texto surgido de la Convención, se transformara en el Tratado Constitucional, por muy 
compleja que resulte su aplicación literal, en un compromiso de carácter permanente, 
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redactado eso sí con la suficiente flexibilidad como para dar satisfacción a los Estados 
en razón de sus diversas concepciones y compromisos en matera de seguridad y de-
fensa. Al respecto el profesor Bermejo se detiene en explorar, mediante la discusión 
de diversos supuestos, la diversidad de situaciones que pueden concurrir y las dificul-
tades que la aplicación efectiva de dicha cláusula puede provocar, concluyendo no 
obstante, que pese a sus limitaciones en la práctica constituye un paso adelante, siem-
pre que se aplique correctamente y que contribuya a forjar una comunidad de intere-
ses para todos (p. 90). La contribución del profesor Bermejo finaliza con una muy in-
teresante observación sobre el resultado paradójico que en la circunstancias actuales 
puede adquirir el reenvío que realiza la cláusula de defensa mutua hacia el artículo 51 
de la Carta de Naciones Unidas, en un momento en que el concepto de legítima defen-
sa se encuentra sometido a una profunda revisión, por impulso de la controvertida dis-
cusión acerca de la llamada legítima defensa preventiva, a la que ni siquiera el propio 
Secretario General puede sustraerse, a juzgar por las conclusiones arrojadas al respec-
to por el llamado Grupo de Alto Nivel. 
Otra cuestión de gran relevancia en el marco de la nueva política de seguridad y 
defensa establecida por el Tratado Constitucional es la creación de nuevos mecanis-
mos para la profundización de las relaciones en materia de defensa entre los Estados 
miembros que deseen profundizar sus compromisos en el dominio de la seguridad. En 
su segunda contribución a esta obra, el profesor Aldecoa, analiza los perfiles de la lla-
mada cooperación estructurada permanente, subrayando sus efectos ambivalentes, 
así como sus rasgos específicos respecto a la llamada cooperación reforzada (pp. 95-
111). Así mientras que el procedimiento de la cooperación reforzada exige la adop-
ción de una decisión europea por unanimidad, la cooperación estructurada permanen-
te solo requiere mayoría cualificada. De este modo, lo que parece en principio un 
mecanismo dotado de mayor adaptabilidad a la voluntad política de determinados Es-
tados, que puede abrir interesantes posibilidades de racionalización de las capacida-
des europeas en materia de defensa a través de la especialización y la cooperación, 
puede entenderse también como una cierta renuncia a fórmulas más ambiciosa en 
cuanto al proceso global de integración. 
Otra de las novedades más destacadas del Tratado Constitucional en la materia 
que nos ocupa se encuentra en la llamada cláusula de solidaridad recogida en su Art. 
1-43, y que analiza la profesora Ramón Chornet en su interesante contribución (pp. 
113-133). La mencionada cláusula surgió en gran medida por impulso de la necesaria 
reacción ante el nuevo terrorismo internacional que tal y como el tiempo ha venido la-
mentablemente a confirmar parecía poner en entredicho la seguridad de la ciudadanía 
europea y exigía una respuesta común. Su inclusión, por limitada que resulte en sus tér-
minos precisos, viene a subrayar la voluntad de los Estados miembros de dotar a la 
Unión Europea de los medios necesarios para responder a las nuevas amenazas a la se-
guridad mediante la elaboración del marco conceptual adecuado y el establecimiento 
de instrumentos operativos de última generación. En el proceso de negociación de la 
misma estaba bien presente la necesidad de ofrecer una respuesta propiamente europea, 
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diferenciada de la adoptada por los Estados Unidos tras los atentados de septiembre de 
2001, en la medida en que esta parecía comprometer incluso los fundamentos mismos 
del Estado de Derecho. Ahora bien, como señala críticamente la profesora Ramón 
Chornet, el análisis preciso del tenor literal de la cláusula de solidaridad tal y como 
queda recogida en el Tratado Constitucional suscita importantes inquietudes respecto a 
lo acertado de su fundamentación doctrinal, toda vez que el concepto de seguridad que 
se plantea resulta demasiado unidimensional. Ignorando las concepciones más elabo-
radas y comprensivas de la seguridad humana que se manejan en el debate internacio-
nal, la cláusula de solidaridad remite inmediatamente al ámbito de la defensa, lo que 
supone una vuelta a concepciones algo trasnochadas de la seguridad, que incapacitarí-
an a la Unión Europea para el despliegue de iniciativas adecuadas frente a problemas 
globales tales como la inseguridad alimentaria, los desastres socionaturales, los proble-
mas migratorios, o las grandes crisis sanitarias, entre otros muchos que constituyen hoy 
el núcleo mismo de la nueva agenda de la seguridad. 
Por último, el profesor Pérez Salom se centra en otro de los elementos más inno-
vadores del Tratado Constitucional en materia de defensa y seguridad: la llamada agen-
cia europea de defensa (pp. 135-158). Su trabajo se centra en la discusión de los antece-
dentes de esta iniciativa así como en la discusión de los problemas que suscita la 
cooperación en una materia, la industria del armamento, que suscita resistencias singu-
lares entre los Estados, siempre recelosos hacia cualquier pérdida de soberanía, pero que 
en razón de sus elevadísimos costes, su complejidad técnica, y la intensificación de la 
competencia, impone la colaboración cada vez más estrecha. Sin embargo, la concerta-
ción de los diversos intereses nacionales en esta materia ha sido un proceso lento y frag-
mentado, con importantes deficiencias estructurales. Por añadidura, puede decirse que 
el carácter intergubernamental de tales precedentes lejos de facilitar la adopción de ini-
ciativas más ambiciosas en el plano comunitario las dificulta. Para vencer esas dificul-
tades ha sido especialmente importante, en primer lugar, la labor de la Comisión, en la 
medida en que ha facilitado la paulatina sensibilización de los Estados sobre la necesi-
dad de cooperar en una materia en la que de no hacerlo con carácter inmediato tendrán 
que afrontar muy pronto importantes disfuncionalidades. A su vez, la iniciativa comuni-
taria en este terreno encontró eco en la Convención, y frente a los pronósticos que augu-
raban lo contrario, se vio definitivamente impulsada por la propia Conferencia Intergu-
bernamental y por diversas decisiones sucesivas del Consejo. Como resultado de todo 
ello, como señala oportunamente el profesor Pérez Salom la "Agencia ha sido creada, 
en aplicación del Tratado Constitucional, con independencia del proceso que de llevar a 
la entrada en vigor del mismo" (p. 148). Aunque queda por ver el modo en que habrá de 
concretarse su puesta en acción efectiva, tanto en cuanto afecta a su presupuesto final 
como a su propio proceso político, puede afirmarse que la creación de la agencia sienta 
las bases para la creación de una política común de armamentos, por efecto por defecto. 
De otro modo, tal y como señala el profesor Perez Salom, en la frase final del libro, los 
"Estados interesados en progresar en el ámbito de los armamentos deberán perseguir di-
cho objetivo, incluso al margen de la Agencia" (p. 158). 
811 
RESEÑAS 
El libro se completa con tres anexos documentales que permiten seguir la evolu-
ción más reciente de esta línea capital del proyecto europeo: la Declaración de Lae-
ken sobre el futuro de Europa, el documento sobre Estrategia Europea de Seguridad 
presentado por Solana y adoptado por el Consejo Europeo, y la Acción Común sobre 
la creación de la Agencia Europea de Defensa. A nuestro parecer se trata en suma de 
un magnífico trabajo colectivo, elaborado de manera rigurosa y sistemática a partir de 
una acertada división del trabajo, que analiza las innovaciones más relevantes del Tra-
tado Constitucional en materia de seguridad y de defensa, ofreciendo una equilibrada 
atención tanto a las dimensiones institucionales y formales de la cuestión, como a los 
diversos enfoques doctrinales en presencia. 
Noé Cornago Prieto 
Universidad del País Vasco 
URBINA, Julio Jorge: Controversias Marítimas, Intereses Estatales y Dere-
cho Internacional, Editorial Dilex, S.L., Madrid, 2005,186 pp. 
En la actualidad, la confluencia en la regulación de los mares y océanos de inte-
reses estatales diversos y antagónicos, expresión de las desigualdades políticas, eco-
nómicas, tecnológicas, militares o geográficas existentes en la Sociedad internacional 
contemporánea hacen del Derecho del Mar uno de los sectores más conflictivos del 
ordenamiento jurídico internacional. La monografía elaborada por el Profesor Julio 
Jorge Urbina constituye una valiosa aportación a la reflexión doctrinal que, durante 
estos años, suscita la cuestión de las Controversias marítimas en el Derecho interna-
cional. 
Centrada en el complejo e imaginativo mecanismo de solución de controversias 
establecido en la Parte XV de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar de 1982, la obra que comentamos resulta especialmente pertinente a tenor de 
la necesidad de acomodar de forma pacífica las diferentes pretensiones de los Estados 
sobre el medio marino, que hoy en día se siguen manifestando de forma tan acusada 
como en el momento de la elaboración del citado instrumento convencional. 
El autor comienza realizando un examen de los distintos factores políticos, es-
tratégicos, económicos o ecológicos que inciden sobre el medio marino y que hacen 
de él un ámbito especialmente problemático, tal como nos pone de relieve la práctica 
internacional. De este análisis el autor señala que, frente la unidad física de los mares 
y océanos, que exigiría el fomento de la cooperación internacional, la diversidad de 
intereses estatales se ha traducido en una diversificación de las espacios marítimos, 
cuya reglamentación y delimitación va a ser fuente de controversias. Circunstancia 
esta a tenor de la cual hay que reconocer la importancia de este mecanismo, que lejos 
de constituir un aspecto accesorio, se configura como un medio de garantía del respe-
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to de la integridad y coherencia del completo y complejo régimen jurídico estableci-
do en la Convención de 1982. 
En este contexto de complejos perfiles, el Prof. Jorge Urbina analiza de forma 
pormenorizada y con gran rigor científico, el papel que desempeña el sistema de arre-
glo de controversias establecido en la Parte XV como medio para armonizar las pre-
tensiones de los Estados en el ámbito marítimo, poniendo, al mismo tiempo, de relie-
ve como sus peculiaridades y sus posibles deficiencias -alguna de las cuales ya se ha 
evidenciado en las decisiones que ya se han adoptado en el marco de este mecanismo-
son fruto, precisamente de esos intereses estatales contrapuestos. 
Es ciertamente esta disparidad de las pretensiones de los Estados en la regula-
ción de los espacios marítimos la que explica, en opinión del autor, alguna de las li-
mitaciones introducidas en este -en principio- ambicioso y pionero mecanismo de so-
lución de controversias, que buscaba someter todas las posibles disputas derivadas de 
la interpretación y aplicación de la Convención de 1982 a medios obligatorios de arre-
glo de carácter jurisdiccional. A la vista de un panorama como este, el autor examina 
las distintas limitaciones y excepciones introducidas a este principio general hasta el 
punto de terminar desnaturalizándolo, pues afectan a los preceptos que por haber sido 
más controvertidos es muy probable que den lugar a numerosas disputas. 
En todo caso, y aun a pesar de estas dificultades, Jorge Urbina destaca en este 
punto cómo una de las novedades del sistema de solución de disputas es la puesta en 
marcha de una nueva instancia judicial diseñada para abordar las diversas controver-
sias que puedan surgir en este ámbito: el Tribunal Internacional del Derecho del Mar. 
Nos encontramos, por tanto, según reconoce el propio autor, ante una jurisdicción es-
pecializada que ya ha comenzado a desarrollar su primera jurisprudencia, sobre todo 
en relación con determinado tipo de disputas, pero que está llamada a desempeñar un 
papel más importante aún a medida que los Estados decidan superar sus reticencias 
hacia este medio de arreglo jurisdiccional, pues se trata de un órgano en el que se re-
fleja la pluralidad de la sociedad internacional contemporánea y cuya actuación está 
presidida por la rapidez y la eficacia en el tratamiento de los diversos asuntos que se 
le sometan. 
Esta nueva monografía del Profesor Julio Jorge Urbina constituye un trabajo ex-
haustivo, serio y riguroso, de profunda dimensión crítica, destinado a ser una valioso 
referente para los todos los estudiosos del Derecho Internacional Público, y de mane-
ra particular para aquellos especialistas del Derecho del Mar, transcendiendo, además 
su relevancia adicional a tenor, especialmente, de los importantes intereses marítimos 
que sigue manteniendo España, entre otros, en aspectos tales como la pesca, la protec-
ción del medio marino o la delimitación de espacios; y que hacen de este texto un útil 
instrumento de consulta para profesionales y estudiosos del Derecho del Mar. 
Manuel Pérez González 
Universidad Complutense de Madrid 
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VACAS FERNÁNDEZ, Félix: El régimen jurídico del uso de la fuerza por 
parte de las operaciones de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas, 
Prólogo de Gregorio Peces-Barba, Marcial Pons, Madrid, 2005, 328 p. 
Las operaciones de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas plantean, 
como es sabido, una serie de problemas que han suscitado amplios y ricos debates 
doctrinales, algunos de los cuales no han estado exentos de vivas y agrias polémicas. 
Y es que raras veces las denominadas "operaciones de mantenimiento de la paz", que 
no se encuentran mencionadas expresamente en la Carta de las Naciones Unidas (ver 
p. 116 de la obra) han mantenido realmente la paz. Las razones son varias y diversas: 
unas de orden intrínseco a la propia operación de mantenimiento de la paz y otras son 
extrínsecas y por lo tanto más difícil de especificar. Se trata pues de un tema comple-
jo , lleno de aristas, que el autor de la obra objeto de esta recensión va analizando con 
rigor, con una buena documentación, aunque en algunos casos se echa de menos un 
análisis de las posiciones doctrinales divergentes a la hora de analizar el sistema que 
regula el uso de la fuerza. 
La obra está dividida en tres partes, aunque en nuestra opinión podrían ser dos. 
En la primera parte, el autor aborda "el principio de la prohibición del uso de la fuer-
za en su aplicación a las Naciones Unidas". El capítulo primero se centra tanto en el 
fundamento jurídico como el contenido del principio que prohibe el uso de la fuerza 
a nivel internacional así como en relación con las Naciones Unidas, en donde inserta 
el marco jurídico aplicable a las operaciones de mantenimiento de la paz. Por su par-
te, el capítulo segundo analiza las consecuencias jurídicas que acarrea la prohibición 
del uso de la fuerza para las Naciones Unidas en el marco de las operaciones de man-
tenimiento de la paz, destacando dos aspectos cruciales: uno el principio general del 
arreglo pacífico de las controversias a las Naciones Unidas, y por tanto a las operacio-
nes de mantenimiento de la paz, y el otro, en el que el autor se centra de una manera 
más detallada, el uso de la fuerza por las fuerzas de mantenimiento de la paz. A este 
respecto, el autor recoge expresamente que el uso de la fuerza debe estar expresamen-
te especificado, teniendo que hacer además una interpretación restrictiva. Para el au-
tor, es obvio que el régimen de las operaciones de mantenimiento de la paz en todo lo 
relacionado con el uso de la fuerza deriva del régimen jurídico general que regula el 
uso de la fuerza en las relaciones internacionales y no de la propia naturaleza de di-
chas operaciones. El autor plantea así con acierto la premisa fundamental, sin olvidar 
que las Naciones Unidas sí que han estado luchando por conseguir establecer una doc-
trina propia de las operaciones de mantenimiento de la paz en relación con el uso de 
la fuerza. Ni que decir tiene que tal esfuerzo ha resultado baldío por mera lógica jurí-
dica y por que lo indica el sentido común. 
Establecidos estos principios el autor da un paso adelante al analizar en la segun-
da parte el fundamento jurídico del uso de la fuerza por parte de las operaciones de 
mantenimiento de la paz (capítulo tercero), antes de centrarse en el uso de la fuerza en 
legítima defensa por parte de las operaciones de mantenimiento de la paz (capítulo 
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cuarto), así como los problemas que plantea el uso coercitivo de la fuerza en el marco 
de esas operaciones (capítulo quinto). Esta parte constituye sin lugar a dudas la co-
lumna vertebral de la obra, estando los temas bien delimitados tanto a nivel concep-
tual como a nivel de la práctica. Para el autor, las operaciones de mantenimiento de la 
paz pueden recurrir al uso de la fuerza en legítima defensa siempre que haya un ata-
que armado previo, aunque el contenido concreto de este "derecho de legítima defen-
sa que es aplicable a las OMPs... no tiene por qué coincidir con la regulación estable-
cida en el artículo 51 de la Carta" (p. 149). Por otro lado, en relación con la 
autorización de la fuerza coercitiva a las operaciones de mantenimiento de la paz, el 
autor se pregunta si eso transforma su naturaleza jurídica, desarrollando la cuestión 
con un gran espíritu práctico. 
Por último, la tercera parte, la más breve, analiza los límites jurídicos impuestos 
tanto por el Derecho internacional general como por la propia Carta de las Naciones 
Unidas en el caso de que las operaciones de mantenimiento de la paz recurran a la 
fuerza armada, sin olvidar la obligación de respetar el Derecho internacional humani-
tario en esos casos. 
Hechos estos comentarios, sólo nos queda felicitar al autor por haber sabido au-
nar la teoría y la práctica, siguiendo un hilo conductor lógico y esclarecedor. De lec-
tura amena, la obra objeto de esta recensión se revela así imprescindible para cual-
quier lector que quiera adentrarse en el espeso y complejo ámbito de las operaciones 
de mantenimiento de la paz. 
Romualdo Bermejo García 
Universidad de León 
VILAR, Juan B. y GONZÁLEZ MARTÍNEZ, Carmen (eds.): Anales de His-
toria Contemporánea, número 20 (2004). Monográfico sobre: Constitución y 
territorio en la España contemporánea, Servicio de Publicaciones de la Uni-
versidad de Murcia, 2004,636 pp. 
1. Los Anales de Historia Contemporánea, editados por el Departamento de His-
toria Moderna, Contemporánea y de América de la Universidad de Murcia y dirigidos 
por el catedrático de la misma Juan Bautista Vilar con un cuidado por el detalle y la 
obra bien hecha dignos del mayor encomio, dedica el número que comentamos a un 
tema de indudable actualidad: "Constitución y territorio en la España contemporánea". 
Si dejamos de lado, por su naturaleza que no por su calidad, la parte final del vo-
lumen que, como es norma, se cierra con un valioso repaso de la producción historio-
gráfica más reciente (con notas críticas, pp. 489-545; recensiones, pp. 549-576; y no-
tas bibliográficas, pp. 579-609), el contenido de este número monográfico podría 
dividirse en tres grandes partes: 
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- En la primera, se aborda la vertebración político-administrativa-territorial de 
España desde la reforma ilustrada a la liberal, esto es, en la época en la que el 
modelo centralista de inspiración francesa pasa de su irresistible ascensión 
hasta su declive (pp. 21-140). 
- La segunda estudia la Constitución española vigente y la vertebración de la ac-
tual España de las autonomías. El análisis se lleva a cabo no solo desde un en-
foque global o general sobre el Sistema que Constitución y Estatutos pergeñan 
(pp. 167-219), sino con un estudio más concreto de los modelos autonómicos 
resultantes: De los denominadas, por un lado, "regiones históricas" (como Ca-
taluña o Galicia) y, del otro, de las autonomías "de nuevo cuño" (como Casti-
lla-León, Valencia o Andalucía) (pp. 223-312); sin olvidar, por supuesto, a la 
de Murcia (pp. 313-392); ni tampoco, lo que su singularidad geográfica justi-
fica, "la España insular" (Baleares y Canarias) (pp. 393-420). 
- Y en la tercera se aportan otras contribuciones al tema de Derecho comparado, 
tanto en su dimensión europea (Suiza) como americana (Argentina) (pp. 420-
486). 
2. La dimensión inter-discisciplinar del análisis que sobre la ordenación del te-
rritorio, fundamentalmente español, se lleva a cabo en este volumen puede ser útil 
también a los internacionalistas, seguro como estamos de la actualidad del tema en 
unos momentos en que la vertebración política-territorial de España se encuentra en 
el punto de mira de ciertas concepciones políticas disgregadoras que, lamentablemen-
te y gracias a un sistema electoral poco razonable, pueden condicionar y de manera 
importante las decisiones del actual Gobierno de España en tan transcendental cues-
tión, un Gobierno por lo demás que no parece tener en todo caso cual deba ser el re-
sultado final (...). 
La Historia, que es siempre una refrescante fuente de la que beber, tiene mucho 
que enseñar a quien tenga la voluntad de intentarlo precisamente en esta cuestión; y el 
número 20 de los Anales de Historia Contemporánea comentado constituye sin duda 
una prueba tan evidente como valiosa de ello. 
Cesáreo Gutiérrez Espada 
Universidad de Murcia 
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